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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 26 de octubre de 2015

              N° DJ-1470-2015

Señor

MBA. José Luis Bermúdez Obando

Director de Gestión Humana a.i.

S.D. 

Estimado señor: 

En el oficio n.° 1668-UCS-AS-2015 suscrito por la Unidad de Componentes Salariales de la Sección Administración Salarial, con fecha 22 de mayo de 2015, dirigido a la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica a.i., se indicó: 

“Mediante nota recibida en esta Dirección el 07 de agosto de 2014 referencia N° 12424-2014, el señor Roberto Sobrado Zamora cédula de identidad 01-0631-0316 solicita se le reconozca como tiempo servido el período laborado en Cementos del Pacífico […] Por lo anteriormente expuesto se le solicita su criterio legal con la finalidad de determinar si es o no procedente realizar este reconocimiento. Se adjunta documentación presentada por el servidor”.
 Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
I.- De la gestión: 
El Lic. Sobrado Zamora, mediante nota que data del 4 de agosto de 2014, presentada ante la Dirección de Gestión Humana, manifestó: 

“[…] les solicito el reconocimiento de anualidades y tiempo servido, conforme las disposiciones de los artículos 1, 2, 3 siguientes y concordantes del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el poder judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, por mi tiempo laborado para las ex - empresas propiedad del Estado y subsidiarias del CODESA CEMENTOS DEL PACIFICO S.A. (período comprendido del 13 de agosto de 1987 al 25 de marzo de 1989) y FERTILIZANTES DE CENTROAMERICA S.A. (período comprendido del 06 noviembre de 1989 al 07 de junio de 1993)” (sic) 
En apoyo a su gestión, aportó:

· Constancia expedida por el Gerente de Recursos Humanos de CEMEX Costa Rica S.A., Alex Amed Muñoz Loría, de fecha 30 de julio de 2014, en la cual expresamente se consignó: 
“Por medio de la presente CEMEX COSTA RICA S.A., hace constar que según nuestros registros el SEÑOR ROBERTO SOBRADO ZAMORA, cédula de identidad número 1-631-315, laboró como empleado fijo para CEMENTOS DEL PACIFICO S.A. del 13 de Agosto de 1987 al 25 de Marzo de 1989, fecha en la cual presentó su Renuncia Voluntaria al puesto que desempeñaba como PREPARADOR MECÁNICO. Durante este período CEMENTOS DEL PACIFICO era una compañía propiedad del estado costarricense como Subsidiaria de CODESA.”
· Reporte de estudio de cuotas emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social el 28 de julio de 2014, que refiere que el patrono del gestionante durante el periodo que abarca de octubre de 1987 a febrero de 1989 fue Cementos del Pacífico S.A.

II.- Normativa aplicable:
1. El pago de las anualidades se encuentra regulado en los siguientes numerales:
· Artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública:
“De acuerdo con esta escala de sueldo, cada categoría tendrá aumentos o pasos, de acuerdo con los montos señalados en el artículo 4 anterior, hasta llegar al sueldo máximo, que será la suma del salario base más los pasos o aumentos anuales de la correspondiente categoría. Todo servidor comenzará devengando el mínimo de la categoría que le corresponde al puesto, salvo en casos de inopia a juicio del Ministro respectivo y de la Dirección General de Servicio Civil. Los aumentos anuales serán concedidos por méritos a aquellos servidores que hayan recibido calificación por lo menos de “bueno”, en el año anterior, otorgándoseles un paso adicional, dentro de la misma categoría, hasta llegar al sueldo máximo. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 6408, de 14 de marzo de 1980 y sentencia n.° 15460-2008 de la Sala Constitucional)”.
· Artículo 12 ídem:
“Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5° se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes reglas: […] d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5° anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo”.

· Artículo 4 de la Ley de Salarios del Poder Judicial:

“De acuerdo con la escala, cada categoría tendrá salarios intermedios o pasos, además de un salario base y de un salario máximo. Este último corresponderá a los aumentos que la Corte Plena considere necesario, sin que su número pueda ser inferior a treinta.

Todo servidor comenzará devengando el mínimo de la categoría correspondiente, salvo en casos muy calificados en que la Corte Plena disponga, atendidas las circunstancias y por las dos terceras partes de la totalidad de sus miembros, conceder pasos en la categoría asignada a la clase.

Los aumentos de salarios se otorgarán por méritos cada año, de acuerdo con las normas administrativas que al efecto dicte la Corte Plena y en tal caso se concederá el salario inmediato superior al que se estuviere devengando dentro de la misma categoría, hasta llegar al máximo. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 6801 de 24 de agosto de 1982)”.
· Artículo 12 ídem:
“Los aumentos de sueldo que sean procedentes se concederán cada año a partir del ingreso, reingreso o ascenso del servidor, y estarán sujetos a las siguientes reglas: […]”

2. El reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación se encuentra regulado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que reza:

“Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años […]”
3. A partir del 25 de abril de 2014 entró en vigencia el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial
. De este cuerpo normativo son relevantes los siguientes ordinales: 

· Artículo 1:
“De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido para efectos de jubilación y anualidades tanto en el Poder Judicial como en el resto del Estado y sus instituciones, que gestionen las personas servidoras judiciales”. 

· Artículo 6 ídem:
“Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de anualidades y jubilación, se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa o de la persona jubilada judicial. Estos deberán presentar ante el Departamento de Personal la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. 

En el caso de la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.

[…]

En ambos casos, la vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que el interesado cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.”
· Artículo 10 ídem:
“Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado y sus instituciones se reconoce para efectos de anualidades y jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas:

1) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aún cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 

2) Los períodos de permiso sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 

3) Se pagarán aumentos anuales a partir del ingreso, cada vez que la persona servidora judicial cumpla 360 días (año salarial) de prestar sus servicios en forma remunerada y cumpla con los requisitos de este Reglamento.

4) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas).

Los anuales estarán sujetos al porcentaje de la anualidad y éste no aplicará a los profesionales en Ciencias Médicas, a los que se les aplica lo dispuesto en el Ley N° 6836 y sus reformas”. 

· Artículo 11 ídem:
“Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por el Departamento de Personal para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, el Departamento de Personal procederá al archivo de la gestión”. 

4. Disposiciones normativas que regularon CODESA y CEMPASA: 
4.1. Ley que Crea la Corporación Costarricense de Desarrollo CODESA, n.° 5122 (cuerpo normativo derogado mediante ley n.° 7656 de fecha 10 de enero de 1997, Ley de Liquidación de la Corporación Costarricense de Desarrollo CODESA):
· Artículo 1:
“Créase una empresa de capital mixto, con personería jurídica y patrimonio propio, la cual se denominará Corporación Costarricense de Desarrollo-denominación que podrá abreviarse CODESA-.”
· Artículo 2:
“La Corporación se constituye con las características de una sociedad anónima, y se regirá por las disposiciones de esta ley y sus reglamentos y supletoriamente por las disposiciones sobre la materia contempladas en el Código de Comercio”. 

4.2. Reglamento de la Ley de democratización de las subsidiarias de CODESA:
· Artículo 1:
“El presente Reglamento tiene por objeto establecer los principios y disposiciones, sustantivas y de procedimiento, que regulan el proceso de venta de las acciones de las empresas: Cementos del Pacífico Sociedad Anónima (CEMPASA) y Fertilizantes de Centroamérica (Costa Rica) Sociedad Anónima (FERTICA), de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Democratización de las Subsidiarias de la corporación Costarricense de Desarrollo (CODESA), número 7330 publicada en el Diario Oficial el 19 de abril de 1993, que en adelante se denominará la Ley” (la negrita no corresponde al original).
4.3. Ley para el equilibrio financiero del sector público, n.° 6955:

· Artículo 55:
“Se autoriza a la Corporación Costarricense de Desarrollo, S.A., para que pueda vender las acciones de sus empresas, previo acuerdo, en cada caso, del Consejo de Gobierno, en la forma y condiciones que el mismo establezca, para lo cual se ajustará a las estipulaciones siguientes: 
a) CODESA podrá vender la totalidad de sus acciones en empresas creadas por escritura pública, salvo lo que se establece en los incisos h) y l) […]
g) Las acciones pertenecientes al Estado, en las empresas Fertilizantes de Centroamérica S.A. (FERTICA) y Cementos del Pacífico S.A. (CEMPASA), se venderán de conformidad con las siguientes reglas:

i) En la primera licitación que se realice después de la publicación de esta Ley, las acciones de CEMPASA y de FERTICA se ofrecerán separadamente. Las acciones de CEMPASA, por un precio igual al cincuenta por ciento del avalúo No. 94-90 del 12 de julio de 1990, efectuado por la Contraloría General de la República y las acciones de FERTICA, por un precio igual al veinticinco por ciento del avalúo No. 20.486 del 21 de noviembre de 1986, realizado por la Contraloría General de la República.

ii) Para el remanente de las acciones no vendidas, se efectuará otra licitación: en el caso de CEMPASA, por un precio que no podrá ser inferior al cuarenta por ciento del citado avalúo y en el de FERTICA, por un precio que no podrá ser inferior al quince por ciento del citado avalúo. El precio en esta etapa, que en ningún caso podrá ser superior al de la primera licitación, lo determinará el Poder Ejecutivo con base en estudios técnicos y financieros, de conformidad con lo que disponga el Reglamento de la presente Ley. 

iii) El precio de venta de las acciones, en cada licitación, será fijo e igual para todos los adjudicatarios, aun en el caso de que el alguien ofrezca una suma mayor.

iv) Las acciones no adjudicadas podrán ser adquiridas, a igual precio, por los mismos oferentes que estén legitimados y que tengan interés en aumentar su participación, en proporción con las acciones primeramente adjudicadas, para lo cual no regirán las limitaciones porcentuales del grupo, excepto las establecidas en el inciso j.

v) Las organizaciones sociales de la zona donde se encuentran ubicadas las plantas principales tendrán, en igualdad de condiciones, preferencia sobre los demás oferentes para adquirir el porcentaje de acciones asignado a ellas.

vi) Si quedare algún remanente de acciones de CEMPASA y de FERTICA, el Poder Ejecutivo está facultado para vender en su totalidad al “Fondo en Fideicomiso Proyecto CODESA”, creado para ayudar a esta corporación en la venta de sus empresas, sin fines de lucro, y que administra, como fiduciaria, la sociedad de esta plaza denominada “Fiduciaria de Inversiones Transitorias S.A.” (FINTRA), inscrita en la Sección Mercantil del Registro Público, tomo 405, folio 255, asiento 239, cédula de persona jurídica número 3-101-072415-16. En esta etapa, el precio de las acciones de CEMPASA no podrá ser inferior al treinta por ciento ni superior al cuarenta por ciento del citado avalúo, mientras que el precio de las acciones de FERTICA no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al quince por ciento del citado avalúo. 

FINTRA estará obligado a vender todas las acciones que adquiera, a los grupos citados en el inciso k) de este artículo, según los porcentajes indicados en él. Asimismo, FINTRA no podrá vender las acciones a un precio superior al costo de su adquisición. 

Cuando en algún grupo no se presenten suficientes interesados, las acciones no deseadas se distribuirán entre los otros grupos. Si en el plazo de dieciocho meses, a partir de la adquisición de las acciones, por parte de FINTRA, no se concreta la totalidad de su venta, de acuerdo con las reglas aquí establecidas, tales acciones podrán venderse sin sujeción a los límites porcentuales o grupales, en una bolsa de valores, al mejor postor y sin ninguna limitación, salvo las que se indican en el inciso j (Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 7330 de 17 de marzo de 1993)”.
4.4. Lineamientos generales de política presupuestaria para 1993 (Decreto Ejecutivo n.° 21347 de fecha 9 de junio de 1992): 

· Artículo 28:
“Además de los Lineamientos anteriores, oportunamente se dictarán lineamientos específicos para las siguientes instituciones:

a) Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS)

b) Cementos del Pacífico, S.A. (CEMPASA)

c) Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFyL)

d) Consejo Nacional de Producción (CNP) 

e) […]”
4.5. Ley de Presupuesto Extraordinario, n.° 7056: 

· Artículo 25:
“Se exceptúa de la aplicación del artículo 29 de la ley N° 6955 del 24 de febrero de 984 a las empresas Cementos del Pacífico, S.A. (CEMPASA), Fertilizantes de Centroamérica (Costa Rica), S.A. (FERTICA) y Central de Azucarera del Tempisque, S.A. (CATSA). Para estos fines, la Autoridad Presupuestaria les dictará lineamiento especial sobre política salarial y de empleo” (sic). 
III.- Resoluciones judiciales de interés: 
· Sala Segunda, sentencia n.° 282, de las 10:10 horas del 25 de noviembre de 1998:
“En este orden de ideas, la Corporación Costarricense de Desarrollo –CODESA- fue una entidad descentralizada que nació –dentro de la concepción del Estado empresario- para fomentar la iniciativa y la empresa privadas. Para el cumplimiento de sus fines, creó o participó en sociedades mercantiles, las cuales convirtió en instrumentos de su gestión. Tal el caso de ‘Fertilizantes de Centroamérica, Sociedad Anónima’ –FERTICA, S.A.-, cuya condición de empresa pública devino no sólo de que la propietaria de la mayoría de su capital accionario lo fuera la Corporación Costarricense de Desarrollo, entidad, a la vez, pública, y de que compartiera sus fines –y fuese su instrumento-; sino también porque las actividades que desarrolló, fueron de indudable importancia para la agricultura. Don Eduardo Ortiz Ortiz, en su estudio titulado ‘La Empresa Pública como ente público’, publicado en la Revista Iustitia, No. 52, se refiere a su condición de ente público, en los siguientes términos: ‘Se debe poner de relieve que el carácter público de una sociedad con participación de un ente público se acentúa seriamente cuando la misma pertenece a sólo uno, pues ahí desaparece no sólo la Asamblea General de socios, sino, incluso, la autonomía de la respectiva Junta Directiva, que dependerá enteramente de una sola persona. Es esto lo que ocurre con FERTICA respecto de CODESA, su único socio… En síntesis, la sociedad que tiene un solo socio público, por ser éste ente público, como CODESA, comparte los fines públicos de su socio y es, por ello, también un ente público o, para ser más precisos, una empresa pública, no privada. Ahora bien: en este caso, FERTIC, está dominada por CODESA, que es su propietario, y que puede, en su calidad de único socio, adoptar todas las decisiones necesarias para que FERTICA sea un instrumento eficaz, dentro de su giro industrial y mercantil de los fines de desarrollo del sector privado y de la economía nacional propios de CODESA. FERTICA es, consecuentemente,… una empresa pública, cuyas relaciones externas se regulan por el derecho mercantil, pero cuyas relaciones con CODESA se regulan por el derecho público… Hemos dicho que FERTICA desarrolla un servicio público y una importante justificación de ello quedó vista: su actividad está al servicio de fines indudablemente públicos, que son los fines legales de CODESA, único socio de ella. Pero también es servicio público la actividad de FERTICA considerada en sí misma, por su importancia para la agricultura nacional. La importancia del fin o del giro social, según el tipo de necesidad que satisfaga, es decisiva para la configuración del mismo como servicio público. Se trata de fines de servicio a la comunidad, distintos del puro lucro, que llenan necesidades de un sector importante de ésta…’ 
III.- De acuerdo con el artículo 3, de la Ley General de la Administración Pública, el derecho público regula la organización y la actividad de lo entes públicos, en el tanto que el derecho privado lo hace sobre la actividad de los entes que, por su régimen de conjunto y los requerimientos de su giro, puedan estimarse empresas industriales o mercantiles. Es decir que, en tanto el inciso primero, de ese artículo, hace expresa referencia, como aspectos independientes, a la organización y a la actividad de los entes, el régimen de excepción del segundo inciso, sólo se contrae a la actividad. Una interpretación restrictiva de este numeral, llevaría a excluir de la aplicación del derecho público a aquellas sociedades constituidas bajo el amparo del derecho mercantil, aunque dominadas por el Estado como lo fue la demandada, pero también obviaría el desarrollo legislativo posterior a la promulgación de la Ley General de la Administración Pública, que permite afirmar que, el concepto jurídico de iuspublicista de Administración Pública, estipulado en esa Ley (artículo 1), evolucionó en el más comprensivo de Sector Público, dentro del cual, sin lugar a dudas, se encuentran las empresas públicas. En este orden de ideas, son particularmente rescatables la Ley de la Autoridad Presupuestaria, No. 6821 del 19 de octubre de 1982, la Ley No. 6835 de 22 de diciembre de 1982 (por virtud de la cual se reconoce a todos los servidores del Sector Público el tiempo servido en otras entidades de ese sector), la Ley para el Equilibrio Financiero de la República, No. 6955, del 24 de febrero de 1984 y el hoy derogado Reglamento sobre el Funcionamiento de Empresas Estatales Estructuradas como Sociedades Mercantiles, el cual estableció una serie de regulaciones a las que debía sujetarse, ‘… cualquier otra empresa fundada por CODESA o que en el futuro llegue a ser de su propiedad…’, disponiendo una fiscalización superior por parte de la Contraloría General de la República. Por ello, debe entenderse que, la omisión del inciso segundo, no constituye un simple olvido del legislador, sino que evidencia su claro interés de mantener vigentes las normas de derecho público, en lo que concierne a la organización de la empresa (Voto No. 351, de las 15:40 horas del 1 de noviembre de 1992). Por lo que al ser la contratación de personal y el desarrollo de las relaciones de servicio, un aspecto organizativo de la empresa, deben aplicarse los principios propios del régimen estatutario de empleo. De igual modo, los presupuestos de calificación de los servidores de una empresa pública, como era la demandada, en tanto que servidores públicos, debe considerarse no sólo al amparo de los casos contemplados en el aparte 3, del numeral III, de la Ley General de la Administración Pública (y, consecuentemente, del párrafo 2 del artículo 112), según los cuales se considerarán funcionarios de esta naturaleza a los empleados de empresas o servicios económicos del Estado, encargados de gestiones sometidas al derecho común, siendo que la relación de obreros, trabajadores y empleados que no participan en la gestión pública de la administración, se regirán por el derecho laboral o mercantil; sino, dentro del jurídicamente más amplio, que brinda el ulterior y preciso desarrollo legislativo, del que se habló. 
Aún más, en referencia a la Ley General de la Administración Pública, en el Voto de esta Sala No. 8, de las 14:20 horas del 10 de enero de 1996, se expresó: ‘… Por cierto, que esta última normativa, de carácter general, resulta implícitamente modificada por la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria, en cuanto posterior y especial, de ahí que debe adecuarse la aplicación tajante del artículo 3, inciso 2, de aquélla, en cuanto excluye de la aplicación del Derecho Público a las empresas estatales constituidas como sociedades mercantiles, calificando entonces, para todos los efectos, a sus empleados y funcionarios, como servidores públicos y, a la entidad, como empresa pública…’. Esta línea de pensamiento se refleja también en las resoluciones […] procesos en los cuales Fertilizantes de Centroamérica fue demandada por causa de despidos cuya justicia se discutía, pues en dichos fallos se afirmó el carácter público de FERTICA y la condición de servidores públicos de sus empleados, en los siguientes términos: […]  El mismo criterio se ha mantenido, en otros asuntos, donde figuraban como demandadas empresas públicas, constituidas como sociedades mercantiles, como los casos de la ‘Refinadora Costarricense de Petróleo, Sociedad Anónima’ (Voto No. 8, de las 14:20 horas del 10 de enero de 1996), ‘Radiográfica Costarricense, Sociedad Anónima’ (Voto No. 351, de las 15:40 horas del 1 de noviembre de 1996) y en el caso de Cementos del Pacífico, subsidiaria de la Corporación Costarricense de Desarrollo (Voto No. 315, de las 9:30 horas del 16 de setiembre de 1992). Según lo expuesto, la demandada fue, entonces, una empresa pública, que formó parte del denominado Sector Público, hasta que se concretó el traspaso de sus acciones, de conformidad con los términos de la Ley de Democratización de los activos de la Corporación Costarricense de Desarrollo y, por ello, la relación que con ella tuvieron los actores, debe ser catalogada como de empleo público”. (Sic)

· Sala Segunda, sentencia n.° 215, de las 9:30 horas del 16 de setiembre de 1992:
“Los presupuestos jurídicos contenidos en la Ley General de la Administración Pública, para la calificación del servidor público, responden a una regulación jurídica, que se ha ido ampliando con nuevas leyes, decretos y reglamentos, que incorporaron empresas y servicios del Estado, al grupo de los que forman el Sector Público, dentro del que se encuentra Cementos del Pacífico Sociedad Anónima. De manera que, los casos de exclusión, previstos en el aparte 3° del numeral 111 de la Ley General de la Administración Pública, a pesar de que sus gestiones estén sometidas en gran parte al derecho común, van a depender, de la existencia o no de una regulación legislativa posterior, que los incorpore en el derecho público, para que puedan ser considerado como parte del SECTOR PÚBLICO, y no dentro de la Administración Pública, pues su reconocimiento no está previsto en la Ley General de la Administración Pública. De lo expuesto se desprende que, el concepto Sector Público, tiene un contenido más amplio que el de Administración Pública, empleado por la Ley General de la materia, de ahí que, una empresa estatal, puede estar comprendida dentro del Sector Público, y no formar parte de la Administración Pública. En efecto, con la promulgación de la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria, N° 6821, del 19 de octubre de 1982, así como de la Ley N° 6835 de 22 de diciembre de 1982 y de la Ley para el Equilibrio Financiero del Sector Público –Ley N° 6955, del 24 de febrero de 1984, el concepto de Estado, tomó una amplitud significativa, respecto del de Administración Pública, siendo necesaria una denominación más amplia que aquélla –precisamente la de Sector Público-. Esta denominación consta en la precitada Ley 6835, que dispone el reconocimiento, para efectos de aumentos anuales, del tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público, a todos los servidores del Sector Público.-
III.- Dilucidado lo anterior, procede determinar si Cementos del Pacífico Sociedad Anónima, se encuentra ubicada dentro de ese denominado Sector Público, así como su regulación salarial. Mediante la promulgación de la Ley N° 6821, del 19 de octubre de 1982, se creó la Autoridad Presupuestaria y, en su artículo 1°, se citan las funciones de la misma. Concretamente, el inciso a) indica como funciones: ‘Formular las directrices de la política presupuestaria del Sector Público, incluso en los aspectos relativos a inversión endeudamiento y salarios’. El artículo 2°, inciso a) y b), incluyen como instituciones del Sector Público, a la CORPORACIÓN COSTARRICENSE DE DESARROLLO, y a las empresas estatales del Estado, respectivamente. Conforme a lo expuesto, deben desestimarse los reparos planteados en el recurso, toda vez que, cuando Fernández Rodríguez laboró para Cementos del Pacífico S.A., lo hizo para el Sector Público y, por ende, resulta aplicable en este caso, lo dispuesto en la Ley NO 6835, del 22 de diciembre de 1982, que considera al Estado, como ‘como único empleador para el reconocimiento de la antigüedad laboral’”. (El subrayado no corresponde al original)
IV.- Jurisprudencia administrativa de interés:
· Procuraduría General de la República, Dictamen C-046-1995 del 9 de marzo de 1995: 
“No podría afirmarse que entidades como CODESA sean organismos “estatales”, con el sentido absoluto en que el término se usa corrientemente para referirse a las dependencias del Gobierno Central o de las instituciones autónomas; pero sí constituyen una prolongación de la Administración Pública; y es obvio que se acercan mucho más a esas instituciones que a las de carácter privado con fines de interés público. Concretamente en lo que atañe a CODESA en realidad no puede negársele el carácter de entidad pública…”
V.- Antecedentes administrativos de interés:
1. La Corte Plena en sesión n.º 26-10 del 20 de septiembre de 2010, artículo XIII, acordó:  
"Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes y la Contraloría General de la República; quedando excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas.

Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública."

2. El Consejo Superior, en ocasiones anteriores, ha reconocido tiempo servido en CODESA (y sus subsidiarias). A continuación se enlistan algunos acuerdos:
	Ambos efectos (anualidades y jubilación)
	Solamente para efecto de anualidades

	Sesión n.° 07-99 celebrada el 26 de enero de 1999, artículo XLVII. 
	Sesión n.° 94-11 celebrada el 8 de noviembre de 2011, artículo XXX.

	Sesión n.° 19-04 celebrada el 16 de marzo de 2004, artículo XXIII.
	Sesión n.° 59-15 celebrada el 25 de junio de 2015, artículo LXIX.

	Sesión n.° 19-08 celebrada el 11 de marzo de 2008, artículo LIX.
	

	Sesión n.° 24-09 celebrada el 12 de marzo de 2009, artículo XXXIX.
	

	Sesión n.° 41-13 celebrada el 25 de abril de 2013, artículo XXI.
	


3. Asimismo, el Consejo Superior ha reconocido tiempo servido en CEMPASA para efecto de anualidades, únicamente. Véanse los siguientes acuerdos:
· Sesión n.° 94-11 celebrada el 8 de noviembre de 2011, artículo XXX. 
· Sesión n.° 43-12 celebrada el 3 de mayo de 2012, artículo XXIV.
VI.- Conclusiones:
1. La Unidad de Componentes Salariales de la Sección Administración Salarial consultó, mediante oficio n.° 1668-UCS-AS-2015, si es procedente o no reconocerle al señor Sobrado Zamora el tiempo servido en Cementos del Pacífico S.A., subsidiaria de CODESA.
2. El servidor judicial presentó ante la Dirección de Gestión Humana una certificación emitida por el Gerente de Recursos Humanos de CEMEX Costa Rica S.A., Alex Amed Muñoz Loría, de fecha 30 de julio de 2014, en la cual expresamente se consignó que este prestó sus servicios del 13 de agosto de 1987 al 25 de marzo de 1989. 

3. CODESA ha sido cataloga por la Sala Segunda y la Procuraduría General de la República como una entidad descentralizada de la Administración Pública, que ejerce función pública y administrativa. 

4. De la investigación realizada en torno a Cementos del Pacífico S.A., propiamente, el único indicio sobre su naturaleza jurídica es la resolución n.° 215, de las 9:30 horas del 16 de setiembre de 1992, que expresamente señaló: “[…] toda vez que, cuando Fernández Rodríguez laboró para Cementos del Pacífico S.A., lo hizo para el Sector Público y, por ende, resulta aplicable en este caso, lo dispuesto en la Ley NO 6835, del 22 de diciembre d e1982, que considera al Estado, como ‘único empleador para el reconocimiento de la antigüedad laboral’” (el subrayado no corresponde al original). 
VII.- Criterio Legal 
Analizado el cuadro fáctico, normativo y jurisprudencial (administrativo y jurisdiccional) expuesto, se concluye que la gestión del señor Sobrado Zamora resulta atendible parcialmente, toda vez que el reconocimiento del tiempo servido por este en Cementos del Pacífico S.A. sí procede para anualidades mas no para jubilación; por las razones que de seguido se exponen. 

CEMPASA formó parte del Sector Público, tal y como lo afirmó la Sala Segunda en su resolución n.° 215 del año 1992. Aunado a ello, fue subsidiaria de CODESA, institución que fue catalogada como pública pero no como estatal; según se advierte del dictamen C-046-1995 de fecha 9 de marzo de 1995 emitido por la Procuraduría General de la República. 

El pago de las anualidades se encuentra regulado en el artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública; numeral que ha sido analizado por la Procuraduría General de la República en diversas ocasiones. En el año 2005, mediante dictamen C-247-2005 de fecha 4 de julio, dicho órgano asesor cambió de criterio y sostuvo que el reconocimiento de aumentos anuales dispuesto en el ordinal recién mencionado no hace excepción entre las instituciones del sector público, estatales y no estatales, toda vez que sólo hace referencia al “sector público” en general
. En consecuencia, el reconocimiento de anualidades sí procede para toda institución pública, sea esta estatal o no, o de economía mixta. Así las cosas, el tiempo servido por el servidor judicial en CEMPASA, subsidiaria de CODESA, sí resulta procedente para efectos de anualidades. 
Por otra parte, para que el reconocimiento de tiempo servido tenga efectos de jubilación, quien lo solicita debe cumplir con lo dispuesto en el numeral 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; el cual fue interpretado por Corte Plena en la sesión n.° 26-10 celebrada el 20 de setiembre último, artículo XIII, de la siguiente manera: 

Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes y la Contraloría General de la República; quedando excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal.
Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública.
Conforme a lo anterior, el tiempo servido en CEMPASA no resulta procedente para efectos de jubilación; por cuanto dicha sociedad anónima perteneció a la administración pública descentralizada. 
De esta manera se deja rendido el informe solicitado por la Dirección de Gestión Humana, para lo que corresponda.
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� Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI. 


� Ver sentencia de la Sala Segunda, n° 181 de las 10:10 horas, del 2 de octubre de 1991; Opinión Jurídica n° OJ-090-2003 de 13 de junio de 2003;  dictámenes n° C-170-2002 del 27 de junio de 2002, C-264-00 del 27 de octubre de 2000, C- 272-99 de 13 de abril de 1999 y C-247-2005 del 4 de julio de 2005. 
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